
                          
   
  
   

Código:  FCAJ-SAI-02                      Versión: 01 Fecha: 07/09/2018  

 

JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE 
SAN ANDRÉS ISLA 

 
SIGCMA 

 
San Andrés, Isla, Veintitrés (23) de Mayo de Dos Mil Veintitrés (2023) 

 
RADICACIÓN:   88-001-4003-003-2023-00091-00 
REFERENCIA:   ACCIÓN DE TUTELA  
TUTELANTE:   RAFAEL DIAZ CANTILLO 
TUTELADO: SANITAS EPS S.A.S 

 
SENTENCIA No. 00047-023 

 
1. OBJETO 

 
Procede el Despacho a decidir la acción de tutela instaurada por el señor RAFAEL DIAZ 
CANTILLO actuando en nombre propio contra de EPS SANITAS. 
 

2. ANTECEDENTES 
 
El señor RAFAEL DIAZ CANTILLO actuando en nombre propio, interpuso acción de tutela 
por razón de los hechos que a continuación se sintetizan: 
 
Expresa que se encuentra afiliado a E.P.S. SANITAS en calidad de cotizante independiente. 
 
Señala que fue incapacitado por la Dra. Key Gordon Jay, por el termino de 3 días, 
seguidamente, fue incapacitado por la Dra. Windy Stephens, por otros 3 días; y finalmente, 
por la Dra. Stephania de Aguas Baldonado, le ordeno incapacidad por 30 días. 
 
Arguye que a pesar de que se encuentra al día con sus pagos a la seguridad social, y que 
presentó las respectivas incapacidades dentro del termino de la ley, SANITAS EPS, se 
niega al pago de las mismas, bajo la excusa de que se encuentra en mora, eludiendo la 
obligación que tiene frente a sus usuarios y desconociendo los derechos fundamentales del 
mismo. 
 

3. PRETENSIONES 
 
Con fundamento en los anteriores hechos, el señor RAFAEL DIAZ CANTILLO actuando en 
nombre propio, solicita: 
 

3.1. Que se tutelen los derechos fundamentales invocados. 
 

3.2. Que se ordene a la EPS SANITAS, realizar el pago a favor del accionante de las 
3 incapacidades adeudas a la fecha de presentación de la acción constitucional. 

 
4. ACTUACIÓN JUDICIAL 

 
Mediante Auto Nº 0316-023 de fecha once (11) de Mayo de Dos Mil Veintitrés (2023), se 
admitió la presente acción de tutela, donde se ordenó comunicarle a la EPS SANITAS, con 
el fin de que contestaran la presente solicitud y rindieran los informes del caso dentro del 
término de dos (2) días, de la presente acción.  
 
El anterior auto fue notificado mediante correo electrónico el día 11 de Mayo del año en 
curso, los soportes de la notificación reposan dentro del expediente electrónico archivo 
No.06 
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5. CONTESTACIÓN A LA ACCIÓN DE TUTELA 
 
La accionada E.P.S. SANITAS contestó la presente acción manifestando que el afiliado 
RAFAEL ANTONIO DIAZ CANTILLO, se encuentra afiliado a EPS Sanitas como cotizante 
independiente desde el 07/12/2016 hasta la fecha. 
 
Señala que con respecto a incapacidades médicas del 23/11/2022 al 13/01/2023 se 
tramitaron y quedaron rechazadas por mora en pagos. No obstante, se revalido el caso y 
se determinó que la mora no existe, se valida el sistema y se realiza los ajustes para que 
no vuelva a presentar este error. 
 
Así las cosas, se indica que las incapacidades se pagaran el día 17/05/2023, por medio 
empresarial para reclamar en las oficinas del Banco de Bogotá con cedula en mano. 
 
De acuerdo con lo anterior en el presente caso se configura CARENCIA ACTUAL DE 
OBJETO frente al fallo de tutela por el fenómeno denominado reglamentaria y 
constitucionalmente HECHO SUPERADO por cuanto la petición fue resuelta de manera 
clara y de fondo 

6. – CONSIDERACIONES 
 

6.1. COMPETENCIA:  
 
De conformidad con el numeral 1° del Art. 1° del Decreto 1983 del 2017, este Despacho es 
competente para conocer la presente solicitud de tutela. 
 
La norma citada, respecto del reparto de la acción de tutela, dispone lo siguiente: 
 

“(...) Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, 
organismo o entidad pública del orden departamental, distrital, municipal y contra 
particulares, serán repartidas para su conocimiento en primera instancia, a los 
jueces municipales”. Lo anterior por ser la tutelada una Entidad de carácter privado 
que presta el servicio de salud en el Departamento Archipiélago. 

 
Frente a la competencia, según el criterio del lugar donde se haya producido el hecho o sus 
efectos, los mismos tuvieron ocurrencia en la Isla de San Andrés.  
 
Así las cosas, son los Juzgados Municipales del Distrito Judicial de San Andrés, los 
competentes para conocer la presente solicitud de tutela, según el correspondiente reparto. 
 

6.2. PROCEDENCIA: 
 
El Artículo 86 de la Constitución Política de 1991, desarrollado en los Decretos 2591 y 306, 
ambos del mismo año, ha institucionalizado la acción de tutela como una garantía y un 
mecanismo constitucional de protección directa, inmediata y efectiva de los derechos 
fundamentales de las personas cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción u 
omisión de cualquier autoridad pública y de los particulares, en los casos que establezca la 
ley.  
 
Dicha acción muestra por su finalidad un carácter extraordinario, en la medida en que su 
utilización parte del respeto y garantía a la consagración constitucional y legal de las 
jurisdicciones ordinarias y especiales, así como de las respectivas acciones, 
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procedimientos, instancias y recursos que ante las mismas se surten, lo que supone un uso 
en forma supletiva con carácter subsidiario; de manera que, la procedencia de la tutela se 
restringe a la inexistencia de otros medios de defensa judicial o a la ineficacia de los 
mismos, como también a su utilización transitoria ante la presencia de un perjuicio 
irremediable que permita contrarrestar dicho efecto en forma temporal, con una operancia 
inmediata, urgente, rápida y eficaz, mediante el trámite de un procedimiento preferente y 
sumario, hasta tanto la autoridad correspondiente defina el fondo del asunto. 

 
En el presente asunto, se trata del ejercicio de la Acción de Tutela incoada contra una 
entidad que prestan el servicio público de salud y por tanto es procedente, al tenor del 
Artículo 49 de la C.P. que le da ese carácter a la salud, en concordancia con los Artículos 
5º y 42 Numeral 2º del Decreto 2591 de 1991. 
 

6.3. PROBLEMA JURÍDICO  
 

Corresponde al Despacho determinar, si se vulneró o no los derechos fundamentales a la 
vida, la salud, la seguridad social, el mínimo vital y la dignidad humana del señor RAFAEL 
DIAZ CANTILLO, por parte de SANITAS EPS, al no reconocer y pagar sus incapacidades 
del:  23 de Noviembre al 25 de Noviembre de 2022, del 03 de diciembre hasta el 06 de 
Diciembre de 2022, y del 15 de Diciembre del 2022 hasta el 13 de enero de 2023, ordenadas 
por los galenos tratantes. 
 

6.4. ANÁLISIS NORMATIVO Y/O JURISPRUDENCIAL DE LOS DERECHOS 
PRESUNTAMENTE VULNERADOS O AMENAZADOS 

 

6.4.1. DERECHO A LA SALUD 
 

En la actualidad la salud es considerada como un derecho fundamental, sin necesidad de 
que se encuentre en conexidad con el derecho a la vida u otro derecho del mismo rango, 
por expresa definición del Alto Órgano de la Jurisdicción Constitucional. 
 
Al respecto la jurisprudencia de la Corte ha señalado que: 
 

"… Inicialmente se dijo que el derecho a la salud no era por sí 
mismo un derecho fundamental y que únicamente sería protegido 
en sede de tutela cuando pudiera mostrarse su estrecha conexión 
con el derecho a la vida. (…) Con el paso del tiempo, no obstante, 
esta diferenciación tiende a ser cada vez más fluida, hasta el punto 
que hoy se afirma que el derecho a la salud es fundamental no sólo 
por estar conectado con un derecho fundamental – la vida, pues, en 
efecto, sin salud se hace imposible gozar de una vida digna y de 
calidad—sino que es en sí mismo fundamental. (…) 
Así las cosas, se puede considerar que el derecho a la salud es un 
derecho fundamental cuya efectiva realización depende, como 
suele suceder con otros muchos derechos fundamentales, de 
condiciones jurídicas, económicas y fácticas, así como de las 
circunstancias del caso concreto. Esto no implica, sin embargo, que 
deje de ser por ello un derecho fundamental y que no pueda gozar 
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de la debida protección por vía de tutela, como sucede también con 
los demás derechos fundamentales. (…)" (Sent. T-573 de 2005. 
M.P. Dr. Humberto Sierra Porto).- 

 
En sentencia T-869 de 2006, M.P. Doctor Rodrigo Escobar Gil, la Alta Corporación 
puntualizó: 

 
“…por cuanto el derecho a la salud, en su dimensión de derecho 
subjetivo, es de naturaleza fundamental, en virtud de su estrecha 
relación con el principio de dignidad humana, vínculo que responde 
al criterio fijado por la Corte Constitucional como parámetro funcional 
de definición de derechos fundamentales”.  

 
En la sentencia T-467 de 2007, se remató a manera de reiteración: 

 
“En este orden de ideas, el reconocimiento de esa doble dimensión 
se dirige, entre otras cosas, a obtener que las empresas prestadoras 
de servicios de salud, tanto del régimen contributivo como del 
subsidiado, cumplan de forma integral con las obligaciones que el 
sistema de seguridad social ha establecido, de tal forma que no les 
sea posible negar el catálogo de servicios específicos y concretos 
contenidos en el Plan Obligatorio de Salud.  
 
En conclusión, el derecho a la salud, en razón de su estrecha relación 
con el principio de la dignidad humana y en la medida en que se 
traduce en un derecho subjetivo como consecuencia de la 
determinación del régimen de servicios médicos exigibles al Estado, 
transmuta de derecho prestacional a derecho fundamental exigible a 
través del mecanismo de amparo constitucional. En ese sentido, el 
hecho de que las empresas prestadoras de servicios de salud -sean 
éstas del régimen contributivo o del subsidiado-, nieguen el 
reconocimiento de las prestaciones que se encuentra definidas 
dentro del Plan Obligatorio de Salud, comporta una vulneración de 
un derecho de carácter fundamental.”  

 
 
La misma Corporación en sentencia de constitucionalidad de la Ley 1122 de 2007, C-463 
del 14 de Mayo de 2008, M.P. Doctor Jaime Araujo Rentaría, expuso lo siguiente: 

 
“…dada  la  naturaleza  constitucional  del  derecho  a  la salud  que, 
como se acaba de explicar es para esta Corte per se  de carácter 
fundamental…Este carácter fundamental del derecho a la salud se 
justifica también por la importancia y relevancia del mismo para la vida 
digna de las personas. En este sentido, esta Corte ha hecho énfasis 
en la fundamentabilidad del derecho a la salud en los casos de los 
menores de edad, de personas de la tercera edad, o de sujetos de 
especial protección constitucional…así como a los usuarios del 
Régimen Subsidiado de salud, que por lo demás son los usuarios con 
menos recursos económicos, frente a los cuales el Estado tiene una 
obligación positiva de promoción y protección especial...”  
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6.4.2. DERECHO A LA VIDA 
 
Respecto a este derecho, la H. Corte Constitucional en sentencia T-728 del 2010, con 
ponencia del Dr. Luis Ernesto Vargas Silva, manifestó: 
 

“La Constitución confiere a la vida una especial protección 
reconociendo su primacía e inviolabilidad, ya sea como valor, como 
principio o como derecho, comoquiera que (…) “la vida constituye 
la base para el ejercicio de los demás derechos. Es decir, la vida 
misma es el presupuesto indispensable para que haya titularidad de 
derechos y obligaciones.” 
Como derecho de regulación positiva, el inciso segundo del art. 2º 
consagra el deber de las autoridades públicas de proteger la vida 
de todos los residentes en Colombia. Igualmente, la vida es 
reconocida como un derecho inalienable de la persona cuya 
primacía señala el art. 5º de la Carta. En tal condición es ubicado 
dentro del Título Segundo, Capítulo Primero referente a los 
derechos fundamentales, estableciendo el art. 11 su carácter de 
inviolable.  
Dentro del desarrollo que del derecho fundamental a la vida ha 
realizado la jurisprudencia constitucional, se destaca que tiene dos 
ámbitos vinculantes para el Estado: debe respetarse y debe 
protegerse. Conforme a lo anterior, las autoridades públicas 
están doblemente obligadas a abstenerse de vulnerar el 
derecho a la vida y a evitar que terceras personas lo afecten.  
El deber de asegurar o garantizar el respeto al derecho a la vida por 
parte de terceros constituye una obligación positiva en cabeza del 
Estado para actuar con eficiencia y celeridad en su labor de defensa 
y cuidado de este derecho fundamental, conforme al segundo inciso 
del art. 2º de la Constitución Política.  
De otra parte, es deber de la administración actuar con celeridad 
para que la amenaza al derecho a la vida no siga perturbando la 
actividad del ciudadano que busca protección”. 
 

6.4.3. DERECHO A LA DIGNIDAD HUMANA 
 

Entendido como derecho fundamental autónomo, la Corte ha determinado que la dignidad 
humana equivale: (i) al merecimiento de un trato especial que tiene toda persona por el 
hecho de ser tal; y (ii) a la facultad que tiene toda persona de exigir de los demás un trato 
acorde con su condición humana. Por tanto, la dignidad humana se erige como un derecho 
fundamental, de eficacia directa, cuyo reconocimiento general compromete el fundamento 
político del Estado. 
 
Como es bien sabido, el Artículo 1 de la Carta Política instituye a la dignidad humana como 
uno de los tres pilares fundantes del Estado Social de Derecho Colombiano. Así reza dicha 
disposición constitucional: “Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma 
de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el 



 
Expediente: 88-001-4003-003-2023-00091-00 
Accionante: RAFAEL DIAZ CANTILLO 
Accionado: SANITAS EPS S.A.S 
Acción: TUTELA 

 
 

 
Código:   Versión:  Fecha:   

Página 6 de 15 
 

trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general.” (Subraya fuera del texto original). 
  
En desarrollo del mencionado precepto superior, la Corte Constitucional ha señalado que 
la dignidad humana se debe entender bajo las siguientes dimensiones: a partir de su objeto 
concreto de protección y con base en su funcionalidad normativa. 
  
Respecto al objeto concreto de protección, la Corporación ha identificado tres lineamientos 
claros y diferenciables: (i) la dignidad humana entendida como autonomía o como 
posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características; (ii) la 
dignidad humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia; 
y (iii) la dignidad humana entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, 
integridad física e integridad moral o, en otras palabras, que los ciudadanos puedan vivir 
sin ser sometidos a cualquier forma de humillación o tortura. 
  
Frente a la funcionalidad de la norma, este Tribunal ha puntualizado tres expresiones de la 
dignidad humana entendida como: (i) principio fundante del ordenamiento jurídico y por 
tanto del Estado, y en este sentido la dignidad como valor; (ii) principio constitucional; y (iii) 
derecho fundamental autónomo. 
  
Entendido como derecho fundamental autónomo, la Corte ha determinado que la dignidad 
humana equivale: (i) al merecimiento de un trato especial que tiene toda persona por el 
hecho de ser tal; y (ii) a la facultad que tiene toda persona de exigir de los demás un trato 
acorde con su condición humana. Por tanto, la dignidad humana se erige como un derecho 
fundamental, de eficacia directa, cuyo reconocimiento general compromete el fundamento 
político del Estado. 
 

6.4.4. DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL 
 
Al respecto, la H. Corte Constitucional en Sentencia T-032/12, Magistrado Ponente: 
JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB, indicó: 
 

“El derecho a la seguridad social, en la medida en que es de importancia 
fundamental para garantizar a todas las personas su dignidad humana es un 
verdadero derecho fundamental cuyo desarrollo, si bien ha sido confiado a 
entidades específicas que participan en el sistema general de seguridad social 
fundado por la Ley 100 de 1993, encuentra una configuración normativa 
preestablecida en el texto constitucional (artículo 49 superior) y en los tratados 
internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad; cuerpos 
normativos que dan cuenta de una categoría iusfundamental íntimamente 
arraigada al principio de dignidad humana, razón por la cual su especificación 
en el nivel legislativo se encuentra sometida a contenidos sustanciales 
preestablecidos”. 
 

6.4.5. DERECHO AL MINIMO VITAL 

Desde sus inicios, la jurisprudencia constitucional ha reiterado que «el Estado Social de 
Derecho exige esforzarse en la construcción de las condiciones indispensables para 
asegurar a todos los habitantes del país una vida digna dentro de las posibilidades 
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económicas que estén a su alcance». Así, uno de los derechos más característicos de un 
Estado Social de Derecho es el mínimo vital. 

La jurisprudencia constitucional ha señalado que el derecho al mínimo vital se deriva de 
los principios de Estado Social de derecho, dignidad humana y solidaridad, en 
concordancia con los derechos fundamentales a la vida, a la integridad personal y a la 
igualdad. 

Para la Corte, esta garantía constitucional adquiere gran relevancia en «situaciones 
humanas límites, relativas a la extrema pobreza y la indigencia, cuando frente a las 
necesidades más elementales y humanas, el Estado y la sociedad no responden de 
manera congruente». 

Así, desde la sentencia SU-995 de 1999, esta corporación reconoce el mínimo vital 
como un derecho fundamental ligado a la dignidad humana. En esa oportunidad, la Corte 
manifestó que «la idea de un mínimo de condiciones decorosas de vida (…), no va ligada 
sólo con una valoración numérica de las necesidades biológicas (…) para subsistir, sino con 
la apreciación material del valor de su trabajo, de las circunstancias propias de cada 
individuo, y del respeto por sus particulares condiciones de vida». 

Esa corporación ha señalado que el derecho al mínimo vital tiene dos dimensiones: 

 (i) La positiva, que presupone que el Estado y en algunas ocasiones los particulares, 
cuando se reúnen las condiciones establecidas, «están obligados a suministrar a la 
persona que se encuentra en una situación en la cual ella misma no se puede desempeñar 
autónomamente y que compromete las condiciones materiales de su existencia, las 
prestaciones necesarias e indispensables para sobrevivir dignamente y evitar su 
degradación o aniquilamiento como ser humano». 

(ii) La negativa, como un límite que no puede ser traspasado por el Estado, en materia de 
disposición de los recursos materiales que la persona necesita para llevar una existencia 
digna. En palabras de la Corte: 

El Estado debe asegurar, en primer lugar, las condiciones para que las personas, de 
manera autónoma, puedan satisfacer sus requerimientos vitales y ello implica que, 
mientras no existan razones imperiosas, no puede el Estado restringir ese espacio de 
autonomía de manera que se comprometa esa posibilidad de las personas de asegurar 
por sí mismas sus medios de subsistencia. 

Así mismo, la jurisprudencia constitucional ha determinado los siguientes criterios como 
subreglas ligadas al mínimo vital. A saber: 

  
«(i) Es un derecho que tiene un carácter móvil y multidimensional que no 
depende exclusivamente del análisis cuantitativo de ingresos y egresos de la 
persona. 
  
 (ii) Como herramienta de movilidad social, el mínimo vital debe ser entendido 
de manera dual, ya que además de ser una garantía frente a la preservación de 
la vida digna, se convierte en una medida de la justa aspiración que tienen todos 
los ciudadanos de vivir en mejores condiciones y de manera más cómoda. 
  
(iii) En materia pensional, el mínimo vital no sólo resulta vulnerado por la falta 
de pago o por el retraso injustificado en la cancelación de las mesadas 
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pensionales, sino también por el pago incompleto de la pensión, más cuando 
se trata de sujetos de especial protección constitucional. 
  

Es conclusión, el mínimo vital es un derecho fundamental intrínsecamente ligado a la 
dignidad humana. En esa medida, su protección y garantía «constituye una precondición 
para el ejercicio de los derechos y libertades constitucionales de la persona y en una 
salvaguarda de las condiciones básicas de subsistencia, puesto que sin un ingreso 
adecuado a ese mínimo no es posible asumir los gastos más elementales, como los 
correspondientes a alimentación, salud, educación o vestuario». 

 
6.5.  CASO CONCRETO 

 
Encuentra el Despacho que de acuerdo a lo manifestado por el señor RAFAEL DIAZ 
CANTILLO, encuentra vulnerado sus derechos fundamentales por parte de SANITAS EPS, 
al no reconocer y pagar las incapacidades del:  23 de Noviembre al 25 de Noviembre de 
2022, del 03 de diciembre hasta el 06 de Diciembre de 2022, y del 15 de Diciembre del 
2022 hasta el 13 de enero de 2023, ordenadas por los galenos tratantes, bajo la excusa de 
mora en el pago a la seguridad social. 
 
De acuerdo con lo anterior, la Honorable Corte Constitucional en sentencia T-163 de 2010, 
ha sostenido que: 
 

“La Constitución Política consagra en sus artículos 48 y 49 el derecho a la 
seguridad social y determina que la salud es un servicio público esencial a cargo 
del Estado, que debe ser prestado con sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley1.  
 
La H. Corte Constitucional en principio diferenció los derechos protegidos 
mediante la acción de tutela de los de contenido exclusivamente prestacional, 
de tal suerte que el derecho a la salud, para ser amparado por vía de tutela 
debía tener conexidad con el derecho a la vida, la integridad personal o la 
dignidad humana. Sin embargo, se protegía como derecho fundamental 
autónomo cuando se trataba de los niños, en razón a lo dispuesto en el artículo 
44 de la Constitución, y en el ámbito básico cuando el accionante era un sujeto 
de especial protección. 

 
En el mismo sentido, la H. Corte Constitucional manifestó que:  
 

“Conforme a la línea jurisprudencial desarrollada por la Corte, la salud es un 
derecho fundamental2 definido como “la facultad que tiene todo ser humano de 

 
1 El artículo 2° de la ley 100 de 1993,  define los principios sobre los cuales debe basarse el servicio público esencial de 
seguridad social y la forma en que debe prestarse con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad, 
integralidad, unidad y participación, así:  
“a. EFICIENCIA. Es la mejor utilización social y económica de los recursos administrativos, técnicos y financieros disponibles 
para que los beneficios a que da derecho la seguridad social sean prestados en forma adecuada, oportuna y suficiente; (…)  
d. INTEGRALIDAD. Es la cobertura de todas las contingencias que afectan la salud, la capacidad económica y en general 
las condiciones de vida de toda la población. Para este efecto cada quien contribuirá según su capacidad y recibirá lo 
necesario para atender sus contingencias amparadas por esta Ley; (…)  
2 Ver sentencia T-859 de 2003 (MP. Eduardo Montealegre Lynett). Para entonces, se acudió a los criterios dogmáticos 
establecidos en la sentencia T-227 de 2003 para resolver que el derecho a la salud es fundamental. Allí se señaló que son 
derechos fundamentales: “(i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y 
(ii) “todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho 
subjetivo””. La tesis del derecho a la salud como fundamental, ha sido considerablemente reiterada en sentencias como la T-
760 de 2008 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-820 de 2008 (MP Jaime Araujo Rentería), T-999 de 2008 (MP Humberto 
Antonio Sierra Porto), T-184 de 2011 (MP Luis Ernesto Vargas Silva) y T-321 de 2012 (MP. Nilson Pinilla Pinilla), entre otras.   
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mantener la normalidad orgánica funcional, tanto física como en el plano de la 
operatividad mental, y de restablecerse cuando se presente una perturbación 
en la estabilidad orgánica y funcional de su ser”3, que abarca tanto la esfera 
biológica del ser humano como su esfera mental y debe ser garantizado en 
condiciones de dignidad, por ser la salud un derecho indispensable para el 
ejercicio de otros derechos fundamentales4.  
 

Se tiene entonces que, de acuerdo a lo manifestado por la Corte Constitucional en reiterada 
jurisprudencia, el derecho fundamental a la salud es autónomo e irrenunciable, tanto en lo 
individual como en lo colectivo. En segundo lugar, manifiesta que comprende los servicios 
de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para la preservación, el mejoramiento y 
la promoción de la salud. En tercer lugar, radica en cabeza del Estado el deber de adoptar 
políticas que aseguren la igualdad de trato y oportunidades en el acceso a las actividades 
de promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y paliación para todas 
las personas. Finalmente, advierte que la prestación de este servicio público esencial 
obligatorio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, supervisión, organización, regulación, 
coordinación y control del Estado. 
 
De acuerdo con la Carta Política, la salud es un servicio público a cargo del Estado. No 
obstante, la Corte Constitucional, a través de su jurisprudencia, reconoció que dicho 
servicio es un derecho, el cual se considera fundamental en sí mismo y, por ende, exigible 
por vía de la acción de tutela.  
 
Al efecto, el máximo Tribunal Constitucional ha señalado que “el derecho a la seguridad 
social en salud, dada su inexorable relación con el principio de dignidad humana, tiene el 
carácter de derecho fundamental, pudiendo ser objeto de protección judicial, por vía de la 
acción de tutela, en relación con los contenidos del POS que han sido definidos por las 
autoridades competentes y, excepcionalmente, cuando la falta de dichos contenidos afecta 
la dignidad humana y la calidad de vida de quien demanda el servicio de salud”. 
 
En el caso concreto, se observa que el señor RAFAEL DIAZ CANTILLO, tiene diagnóstico 
de HTA, OBESIDAD TIPO I, DISLIPIDEMIA SEVERO, DM 2 NO 
INSULINODEPENDIENTE, BY PASS CORONARIO, GONARTROSIS RODILLAS, 
ARTROSIS DE CADERA, TRANSTORNO DE ANSIEDAD, ENTRE OTROS, como lo 
resumen parte de su historia clínica, lo que ha generado que los médicos tratantes y 
especialistas le expidan varias incapacidades medicas constantes y continuas y 
discontinuas hasta la presente fecha. 
 
Manifiesta que las incapacidades que le adeudan y se niega a pagarle son: 
 

• 23 de Noviembre al 25 de Noviembre de 2022,  
• 03 de diciembre hasta el 06 de Diciembre de 2022,   
• 15 de Diciembre del 2022 hasta el 13 de enero de 2023 

 
Al respecto se observa que la EPS SANITAS contestó la presente acción manifestando 
que, por error en el sistema de la entidad, se rechazó el pago de las incapacidades en razón 
a una presunta mora, sin embargo, al validar el sistema se comprobó que el accionante se 
encontraba al día en el pago de la seguridad social en salud.  

 
3 Ver sentencia T-355 de 2012 (MP. Luis Ernesto Vargas Silva), entre otras.  
4 Ver sentencia T-311 de 2012 (MP. Luis Ernesto Vargas Silva).  
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En consecuencia, se autorizó el pago de las incapacidades mencionadas para el día 17 de 
mayo de 2023, a través de las oficinas del Banco de Bogotá.  
 
Ahora bien, el Máximo Tribunal Constitucional5 ha indicado que respecto del pago de las 
incapacidades que se generen por enfermedad de origen común, es preciso empezar por 
señalar que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 227 del Código Sustantivo del 
Trabajo y el artículo 23 del Decreto 2463 de 2001, el tiempo de duración de la incapacidad 
es un factor determinante para establecer la denominación en la remuneración que el 
trabador percibirá durante ese lapso. Así, cuando se trata de los primeros 180 días contados 
a partir del hecho generador de la misma se reconocerá el pago de un auxilio económico y 
cuando se trata del día 181 en adelante se estará frente al pago de un subsidio de 
incapacidad. 
  
Ahora bien, en lo correspondiente a la obligación del pago de incapacidades la misma se 
encuentra distribuida de la siguiente manera: 
 

• Entre el día 1 y 2 será el empleador el encargado de asumir su desembolso,  según 
lo establecido en el artículo 1° del Decreto 2943 de 2013. 
 

• Si pasado el día 2, el empleado continúa incapacitado con ocasión a su estado de 
salud, es decir, a partir del día 3 hasta el día número 180, la obligación de cancelar 
el auxilio económico recae en la EPS a la que se encuentre afiliado. Lo anterior, de 
conformidad con lo previsto en el referido artículo 1° del Decreto 2943 de 2013. 
 

• Desde el día 181 y hasta un plazo de 540 días, el pago de incapacidades está a 
cargo del Fondo de Pensiones, de acuerdo con la facultad que le concede el artículo 
52 de la Ley 962 de 2005 para postergar la calificación de invalidez, cuando haya 
concepto favorable de rehabilitación por parte de la EPS. 

 
De otro lado, cómo se expuso previamente, el Sistema General de Seguridad Social 
contempla el reconocimiento y pago de las incapacidades, bien sean por enfermedad 
común, o por enfermedad profesional con la finalidad de soportar al afiliado durante el 
tiempo en que su capacidad laboral se ve mermada. Así, el reconocimiento y pago de las 
incapacidades fueron atribuidas a distintos agentes del sistema, dependiendo del origen de 
la enfermedad o accidente (común o profesional), y de la persistencia de la afectación de 
la salud del afiliado, en el tiempo.  

Tratándose de enfermedades o accidentes de origen común, la responsabilidad del pago 
de la incapacidad o del subsidio por incapacidad radica en diferentes actores del sistema 
dependiendo de su extensión en el tiempo, de la siguiente manera: 

Conforme al parágrafo 1º del artículo 3.2.1.10 del Decreto Único Reglamentario 780 de 
2016, el pago de los dos primeros días de incapacidad por enfermedad de origen común 
corresponde al empleador y a partir del tercer día a la EPS a la que se encuentre afiliada la 
persona. Así, en concordancia con el artículo 142 del Decreto 019 de 2012, el pago de las 
incapacidades expedidas entre el día tres (3) y el día ciento ochenta (180) están a cargo de 

 
5 Corte Constitucional, Sentencia T- 161 De 2019. 
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las Entidades Promotoras de Salud, y el trámite tendiente a su reconocimiento está a cargo 
del empleador. 

En cuanto a las incapacidades de origen común que persisten y superan el día 181, de 
acuerdo con la norma citada del Decreto 019 de 2012, los subsidios por incapacidades del 
día 181 al día 540, están a cargo de las Administradoras de Fondos de Pensiones, siempre 
que cuenten con el concepto de rehabilitación por parte de la EPS, sea este favorable o no 
para el afiliado. Si bien esto último fue objeto de debate en tanto se asumía que el pago 
estaba condicionado a la existencia de un concepto favorable de recuperación, esta 
Corporación ha sido enfática en afirmar que el pago de este subsidio corre por cuenta de la 
Administradora de Fondos de Pensiones a la que se encuentre afiliado el trabajador con 
independencia de la decisión contenida en el concepto. 

Asimismo, una vez el fondo de pensiones disponga del concepto favorable rehabilitación, 
podrá postergar el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral hasta por 360 
días calendario adicionales a los primeros 180 de incapacidad temporal que otorgó y pagó 
la EPS. Sin embargo, en caso de que la AFP decida utilizar dicha prerrogativa, deberá 
asumir el pago de un subsidio equivalente a la incapacidad temporal que venía disfrutando 
el trabajador. Contrario sensu, si el concepto de rehabilitación que recibe el fondo de 
pensiones por parte de la EPS, es desfavorable, la primera deberá proceder de manera 
inmediata a calificar la pérdida de capacidad del afiliado, toda vez que la recuperación del 
estado de salud del trabajador es médicamente improbable. 

Son múltiples las oportunidades en las que esta Corte ha resaltado que la imposición de 
barreras administrativas excesivas e injustificadas por parte de las entidades que forman 
parte de los diferentes subsistemas de seguridad social vulneran los derechos 
fundamentales de los afiliados.  

En el campo de las incapacidades médicas la jurisprudencia ha dispuesto que no es 
admisible constitucionalmente que el empleado enfermo tenga que sobrellevar cargas 
administrativas que no se encuentra en capacidad de soportar.   

En línea con esto, la jurisprudencia constitucional ha afirmado la existencia de un deber de 
acompañamiento al usuario que le asiste a las EPS una vez se han superado los primeros 
180 días de incapacidad. Sobre este derrotero, la Corte ha sido enfática al advertir que “a 
la Entidad Promotora de Salud le asiste un deber de acompañamiento y orientación al 
usuario en cuanto al trámite para obtener el pago de las incapacidades superiores a 180 
días, en el sentido de remitir directamente los documentos correspondientes ante el Fondo 
de Pensiones respectivo, para que éste haga el estudio de la solicitud y decida acerca del 
pago de la prestación reclamada o el reconocimiento de una eventual pensión de invalidez. 
Ello, en razón a que, no es constitucionalmente admisible que al trabajador incapacitado se 
les someta a trámites adicionales o a cargas administrativas que no está en la obligación, 
ni en condiciones de asumir”. 

El anterior pronunciamiento reitera las consideraciones de la Sentencia T-980 de 2008, en 
la cual se puso de presente la naturaleza, objetivo y alcance de este deber, así: 

“En este sentido, debe recordarse que la Entidad Promotora de Salud, actúa como una 
verdadera autoridad en sus relaciones con los usuarios del servicio de salud y, en esa 
medida el trato entre la persona incapacitada y dicha entidad no puede estar basado 
exclusivamente en el aspecto económico en tanto ese entendimiento quebranta el principio 
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de eficiencia del Sistema de Seguridad Social Integral que se refiere también a la mejor 
utilización social de los recursos administrativos, técnicos y financieros disponibles para que 
los beneficios a que da derecho la seguridad social sean prestados en forma adecuada, 
oportuna y suficiente. 

Así, a la Entidad Promotora de Salud le asiste un deber de acompañamiento y orientación 
para que las personas con incapacidades superiores a 180 días no sean abandonadas a 
su suerte al interior del sistema de seguridad social. Dicho deber no puede restringirse a la 
remisión desinformada del paciente a otra entidad con observaciones como «el 
reconocimiento económico está a cargo de su fondo de pensiones» o «remítase a...» puesto 
que esa conducta desconoce que la persona que reclama el pago de la prestación 
económica lo hace precisamente porque está incapacitada y por lo mismo no es 
constitucionalmente válido que se le someta a trámites adicionales para obtener, de 
cumplirse los requisitos legales, el pago de las incapacidades mientras se decide sobre el 
reconocimiento de la pensión de invalidez. 

Para la Corte, resulta irrazonable y por ende sin justificación constitucional que si el Sistema 
de Seguridad Social, es integral la Entidad Promotora de Salud (EPS) con pleno 
conocimiento de no tener a su cargo el pago de incapacidades superiores a 180 días por 
enfermedad general decida olvidarse de los intereses del cotizante en este aspecto, y 
simplemente le indique al incapacitado que inicie una nueva gestión ante otra entidad del 
Sistema. Sobre este particular la Corte ha señalado que «el Sistema está concebido como 
un engranaje en el cual ante determinada contingencia existe una respuesta apropiada, con 
el fin de darle continuidad al mismo.» 

Esta circunstancia denota una ausencia de comunicación entre las Entidades Promotoras 
de Salud y los Fondos de Pensiones en detrimento de los intereses de un sujeto de especial 
protección por parte del Estado, en tanto se encuentra en una situación de debilidad 
manifiesta. De esta manera, el principio de garantía de la efectividad de los derechos 
constitucionales (art. 2 Superior) impone a todas las entidades que componen el Sistema 
de Seguridad Social Integral mantener permanente contacto a efectos de que las personas 
afiliadas al sistema como cotizantes o beneficiarias en ningún momento queden 
desamparadas injustificadamente en su derecho a la seguridad social que conforme al 
artículo 48 Superior es irrenunciable”. 

De lo anterior queda claro que los usuarios del sistema de salud cubiertos por una 
prolongada incapacidad médica son sujetos de una especial protección dentro del sistema, 
consistente en un deber de asistencia al afiliado y de comunicación entre los distintos 
órganos que lo componen, por cuanto el sistema de seguridad social fue concebido como 
un engranaje para materializar sus derechos constitucionales fundamentales de manera 
continua entre las distintas fases y etapas a cargo de los diferentes actores del mismo 
sistema, siendo indispensable para ello la comunicación constante entre las referidas 
entidades. Esto, con el fin de aislar, a quien se encuentra incapacitado, de la burocracia 
institucional que de manera injustificada podría convertirse en una barrera administrativa 
para el acceso a su derecho a la seguridad social en salud. 

En la referida sentencia, la Corte indico de manera clara y precisa que: 

“De esta manera, el que legalmente a la EPS no le corresponda asumir el pago de 
incapacidades superiores a 180 días no significa que pueda abandonar al paciente enfermo 
a quien le ha sido extendida la incapacidad. Al hacer parte del Sistema de Seguridad Social, 
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la EPS debe actuar armónicamente con las demás entidades que lo integran en aras de 
satisfacer efectivamente los derechos a la seguridad social del incapacitado.  

Por esa razón, es la propia EPS a la que esté afiliado el paciente la que 
oficiosamente debe, una vez advierta que enfrenta un caso de incapacidad superior 
a 180 días, -por supuesto con la información que requiera por parte del enfermo-
, remitir los documentos correspondientes para que el Fondo de Pensiones 
respectivo inicie el trámite y se pronuncie sobre la cancelación o no de la prestación 
económica reclamada debiendo esta administradora no sólo dar respuesta oportuna a 
dicha solicitud, sino que, en caso de ser negativa, estar debidamente justificada tanto 
normativa como fácticamente indicándole al paciente las alternativas que el Sistema de 
Seguridad Social le brinda para procurarse un mínimo vital mientras dure la incapacidad y 
no se tenga derecho a la pensión de invalidez. 

De esta manera, al no asistirle competencia a la Entidad Promotora de Salud para 
pronunciarse sobre el pago de incapacidades superiores a 180 días, no simplemente se 
abstiene de hacer un pronunciamiento sobre ese particular sino que como corresponde a 
quien detenta autoridad en el Estado social de derecho, actúa en observancia del principio 
de garantía de la efectividad del derecho constitucional a la seguridad social, en aras de 
que la persona afiliada al Sistema a quien se incapacitó no se le impongan trámites 
adicionales para obtener los beneficios que de él derivan”. (negrilla fuera del texto). 

El deber de asistencia al afiliado recae principalmente sobre la EPS pero también involucra 
la participación activa del respectivo Fondo de Pensiones que, en aras de materializar el 
derecho a la seguridad social del afiliado, debe poner en marcha -desde el momento de la 
comunicación de la EPS- sus procedimientos internos para dar respuesta a la prestación 
pretendida, correspondiéndose con la actuación de la EPS y cumpliendo con su deber de 
comunicación entre entidades del SGSS. No de otra forma podría entenderse la integralidad 
del Sistema General de Seguridad Social sino con la existencia de obligaciones recíprocas 
entre los actores principales del Sistema frente a las necesidades del afiliado.  

Ciertamente, una persona que por su estado de salud no se encuentra en capacidad para 
trabajar, está igualmente despojada de la capacidad de asumir cargas administrativas que 
no sean estrictamente necesarias para garantizar la protección de sus derechos 
fundamentales. Por este motivo, sin esta comunicación constante y apoyo institucional, los 
usuarios del sistema que se encuentran incapacitados se ven forzados a adelantar la 
gestión de intermediación entre las distintas entidades en aras de poner en marcha los 
procesos administrativos con los cuales se logra la protección efectiva de sus derechos; 
todo a pesar de sufrir una dolencia de tal magnitud que la ha mantenido separado de sus 
labores más de 180 días. 

Así las cosas, en el presente asunto se evidencia que el señor RAFEL DIAZ CANTILLO, 
completa 36 días de incapacidad descontinuas entre el periodo del 23 de noviembre de 
2022 y el 13 de enero de 2023, como consecuencia de un trastorno de ansiedad 
generalizada y un traumatismo superficial múltiple no especificado. 
 
Así las cosas, en la contestación aportada por Sanitas EPS, indicó que al validar el sistema, 
reconoció y autorizó el pago de las mismas a favor del accionante el día 17 de Mayo de 
2023, a través del Banco Bogotá. 
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Posteriormente, en llamada telefónica realizada entre la Oficial Mayor de este Despacho 
Judicial con el accionante en fecha 19 de Mayo de 20236, al número telefónico provisto por 
él en la acción constitucional, señaló el actor que SANITAS EPS había efectuado el pago 
completo de las incapacidades adeudas a la fecha el día 17 de Mayo de esta anualidad, las 
cuales habían originado la apertura de la acción constitucional.  
 
Por lo anterior, no podría hablarse en el caso concreto de una vulneración a los derechos 
fundamentales invocados por el accionante, toda vez que SANITAS EPS, efectuó el pago 
de las incapacidades adeudas a la fecha. Por lo tanto, nos encontramos frente a lo que la 
Jurisprudencia de la H. Corte Constitucional ha denominado hecho superado por carencia 
actual de objeto. 
 
Frente al hecho superado en las acciones de tutela, la H. Corte Constitucional en Sentencia 
T- 358 de 2014 ha manifestado que:  
 

La carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el 
momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se 
satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón 
por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. 
En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez 
de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. Respecto a la 
carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el 
propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de 
los derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados 
por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los 
casos expresamente consagrados en la ley. Sin embargo, cuando la situación 
de hecho que origina la supuesta amenaza o vulneración del derecho 
desaparece o se encuentra superada, la acción de tutela pierde su razón de ser, 
pues en estas condiciones no existiría una orden que impartir. 
 
La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata 
de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los 
derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la 
situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta 
Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como 
mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que 
el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento 
fáctico. 
 
En este sentir, el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna 
de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha 
entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y 
contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela. 

 
De acuerdo con lo anterior, cuando la situación de hecho que causa la supuesta amenaza 
o vulneración del derecho alegado desaparece o se encuentra superada, la acción de tutela 
pierde toda razón de ser como mecanismo más apropiado y expedito de protección judicial, 
por cuanto a que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso concreto 

 
6 Folio08ConstanciaLlamadaTelefonica19/05/2023-Exp. Electrónico 
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resultaría a todas luces inocua, y por consiguiente contraria al objetivo constitucionalmente 
previsto para esta acción. Tenemos entonces, que cuando se presenta el fenómeno de 
hecho superado, en términos de decisiones judiciales, la obligación del juez de tutela no es 
la de pronunciarse de fondo. 
 
Concluye la suscrita, y sin necesidad de hacer mayores elucubraciones al respecto, que se 
cumple lo contemplado en la anterior jurisprudencia, como quiera que hay carencia actual 
de objeto por hecho superado, ya que, entre la presentación de la acción de tutela y fallo 
de este despacho, se encuentra reparada la amenaza y/o vulneración de los derechos cuya 
protección se reclamaba, por lo que el Despacho declarará improcedente la acción ante la 
carencia actual del objeto por hecho superado. 
 
En mérito de lo anterior, EL JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SAN ANDRÉS 
ISLA, administrando justicia en nombre de la república y por autoridad de la Constitución y 
la ley, 
 

RESUELVE:  
 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE, la presente acción de tutela, al presentarse un 
hecho superado por carencia actual de objeto, en virtud de las razones expuestas en la 
parte motiva del presente proveído. 
 
SEGUNDO: NOTIFICAR la presente sentencia en la forma ordenada en el artículo 30 del 
Decreto 2591 de 1991. 
 
TERCERO: Contra la presente procede el recurso de impugnación. 
 
CUARTO: Si éste fallo no fuere impugnado oportunamente, envíese a la Honorable Corte 
Constitucional para su eventual revisión. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

INGRID SOFÍA OLMOS MUNROE  
JUEZA  
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